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Resumen 
El presente trabajo busca describir los cambios que han sufrido los pactos colectivos a partir de 
la ejecución del plan de acción de Colombia y Estados Unidos para derechos laborales, acordado 
en 2011, conocido como Plan de Acción Laboral o PAL, a partir de una revisión del concepto de 
Pacto Colectivo y como es tratado desde la Corte Constitucional con una sentencia de hechos 
posteriores a la firma del PAL, así como la revisión de estadísticas al respecto.  
  
 
1 Capítulo 1 
Introducción  
 
El Tratado de Libre Comercio entre Colombia y Estados Unidos (en adelante TLC) 
vigente desde el 15 de mayo de 2012, está encaminado a establecer una relación 
económicamente favorable para cada una de las partes así como el fortalecimiento de las 
relaciones comerciales. El TLC entre Colombia y Estados Unidos fue suscrito el 22 de 
noviembre de 2006, sin embargo el Estado colombiano no cumplía con condiciones mínimas que 
fueron exigidas desde el momento en que se iniciaron las negociaciones y que desde el Congreso 
norteamericano se consideraron vitales para dar curso al TLC, tales como la situación de 
Derechos Humanos, el manejo y seguridad de la información, reglamentación de propiedad 
intelectual e industrial y el ajuste a la reglamentación laboral.  
Respecto al último punto, los dos estados realizaron un acuerdo paralelo al TLC y 
enfocado en los temas laborales: Plan de acción de Colombia y Estados Unidos para derechos 
laborales (en adelante PAL), el cual constituye la herramienta por la cual se obliga al Estado 
colombiano a realizar modificaciones a su normatividad e institucionalidad permitiéndole ofrecer 
unas condiciones mínimas para prevenir un fenómeno de domping social en los Estados Unidos 
de América, preocupación que surge tanto en el Congreso como al interior de los sindicatos 
norteamericanos al tratarse de un riesgo propio para los países desarrollados en los procesos de 
liberalización económica que impacta la calidad y el nivel de empleos de estos países en razón a 
la migración de capitales y centros de producción y a la llegada de productos a muy bajo costo, 
desde centros de trabajo donde la precariedad laboral permite “una reducción en los costos de 
mano de obra” (Fernandez-Maldonado, 2007, p. 50).  
Existen posiciones diversas respecto a la imposición de cláusulas laborales en los 
 
acuerdos comerciales, autores como Richard Freemn para quien la inclusión de estas cláusulas 
no son una medida proteccionista del comercio para los países en desarrollo, por el contrario 
buscan “presionar a los gobiernos de estos últimos para que apliquen los estándares laborales 
mínimos en casos de violaciones abiertas y sistemáticas” (GARAVITO, 2004, p. 8). Además con 
la consideración de que el libre comercio y los derechos laborales no son antagónicos, con una 
construcción conjunta de estos ideales se juega un papel fundamental en la construcción de un 
modelo económico que beneficiaría a la mayoría de pueblos. Por estas razones se ven incluidos 
los acuerdos laborales dentro de acuerdos comerciales, como una forma de incentivar 
directamente a muchos países en el cumplimiento de las condiciones y derechos laborales que 
son mundialmente exigibles y claramente respaldados por la comunidad internacional. Sin 
embargo, en este punto surge un desacuerdo teórico sobre qué derechos son los que se debería 
incluirse en las cláusulas laborales, debido al contexto propio de cada país, es decir, la diferencia 
de las cláusulas entre países puede reflejar “diferencias en las dotaciones de factores, los niveles 
de ingreso medio, y desde luego en las preferencias sociales” (JARAMILLO, 2004, p.7). Por lo 
tanto las significaciones o aplicaciones según Brown, Deardorff, y Stern, difieren en cada país 
por lo que no se encuentra una estandarización de las normas laborales, los acuerdos en esta 
materia varían entre los países que llevan a cabo el acuerdo comercial. Según propone Freeman  
en la distinción se resalta  
“entre estándares básicos y estándares de costos (core y cost standards), subrayando 
también la noción de que hay estándares básicos y estándares. Asocian los estándares 
básicos (core standards) a derechos humanos de carácter universal, mientras que 
consideran los segundos contingentes al nivel de desarrollo, en la medida en que afectan 
los costos de las empresas. Entre los primeros estarían la libertad de asociación, 
prohibición del trabajo forzado, la explotación del trabajo infantil y la negociación 
 
colectiva. El segundo grupo incluye las condiciones de trabajo, que dependen del nivel 
de productividad de la economía y por tanto no pueden ser exigidas de manera 
universal.” (FREEMAN, 1998, p. 3) 
Por lo tanto al variar la estandarización en torno a las normas laborales de cada país, se 
argumenta que los efectos de su aplicación también serán diferentes, pues las condiciones de 
cada país influyen significativamente. Por ejemplo, a lo que se entiende como “condiciones de 
trabajo aceptables”, donde se incluye variables del salario mínimo; las horas de trabajo; la 
seguridad del lugar de trabajo; están directamente relacionadas con el nivel de producción 
económica de cada país. 
Con este panorama se dice que no todas las cláusulas en derechos laborales dentro de los 
tratados de libre comercio, se implementarán en la misma medida, pues no puede extenderse más 
allá de los derechos reconocidos por los estados contratantes en tratados internacionales dejando 
a un lado, los derechos considerados jurídicamente fundamentales en las legislaciones internas 
(López, 2007), pero se menciona que entre más derechos sean reconocidos por los acuerdos, son 
realmente positivas las intenciones de los países al querer garantizar la protección de los 
trabajadores dentro de dicho acuerdo. Es así, que se evidencia que más allá de generar 
restricciones al libre comercio se busca promover condiciones mínimas como requisito para la 
lealtad comercial. 
El PAL entendido en este trabajo como una clausula laboral adicional a las existentes en el 
capítulo diecisiete del TLC, surge como una herramienta contra las problemáticas laborales en 
Colombia y que representaban un riesgo para el estado norteamericano. Entre otras situaciones se 
hace referencia a los pactos colectivos como una herramienta usada por las empresas para evitar 
el libre ejercicio del derecho sindical. Con la intención de responder a la pregunta ¿el PAL es una 
herramienta suficiente para evitar el uso de los pactos colectivos en Colombia como herramienta 
 
para impedir el ejercicio del derecho sindical?, se realizó una recolección de información 
enfocada en describir los cambios generados en la aplicación de esta figura posterior a la firma 
del PAL . A partir de la revisión documental de los informes oficiales de la presidencia de la 
Presidencia de la República, Ministerio de Trabajo (MinTrabajo), la evaluación realizada por 
entidades norteamericanas, de los estudios de la ENS y el Sistema de Información Laboral y 
Sindical (SISLAB) y sentencias de la corte constitucional, entre otras, se recolectan cifras y datos 
para el periodo 2011 a 2016. 
  
 
1.1.Implementación del PAL  
Para tener un contexto general de lo qué es el PAL, se realizara un resumen de cada uno 
de los puntos que lo componen y estadísticas descriptivas de los principales resultados en su 
implementación dentro del país. El punto referente a los pactos colectivos será tratado en un 
capítulo aparte.  
1.1.1. Los 10 puntos del PAL. 
I. Ministerio de trabajo: El estado Norteamericano encuentra apropiado la creación de una 
cartera exclusiva para los temas laborales permitiéndole tener recursos y esfuerzos suficientes 
para la protección de estos derechos. 
El gobierno colombiano se compromete a la contratación y capacitación de 100 
inspectores al terminar el año 2011  y con una meta total de 480 en los próximos 4 años.  
De igual manera para el 2011 se realizara una mejora en el sistema de reclamos y quejas 
que permita la presentación de denuncias de forma anónima tanto en canales telefónicos como 
vía internet.  
Por último el Ministerio de protección social deberá mejorar el sistema de conciliación y 
mecanismos alternativos de solución de controversias por medio de capacitación para 
trabajadores, empleadores y de manera continua a los inspectores de trabajo. El Ministerio de 
Protección Social realizara por medios televisivos e impresos la divulgación a trabajadores y 
empleadores.  
II. Pactos colectivos: El gobierno colombiano se compromete a realizar modificaciones al 
código penal y con asistencia de la OIT realizar monitoreo de los pactos colectivos para evitar 
que las empresas desconozcan los derechos obtenidos por medio de las convenciones colectivas.  
III. Cooperativas de trabajo asociado: El gobierno colombiano se compromete a priorizar 
proyectos de ley que prohíban el uso de las cooperativas de trabajo asociado o cualquier figura 
 
jurídica que menoscabe los derechos de los trabajadores.  
Como mecanismo de control se establece la necesidad de aumentar la planta de inspectores 
y garantizar su capacitación.  
Identificados los sectores donde las CTA son recurrentes se priorizan las inspecciones en 
empresas de los sectores de aceite de palma, azúcar, minas, puertos y flores donde se propicien 
escenarios de concertación con las empresas impulsando la vinculación directa de los 
trabajadores. 
IV. Empresas de servicios temporales: Empresas constituidas legalmente pero usadas para 
negar derechos a los trabajadores, el ministerio deberá priorizar la capacitación de los inspectores 
para que estén en la capacidad de identificar las agencias que incurran en violaciones laborales y 
cancelar la licencia de funcionamiento.    
V. Reforma al código penal: El gobierno colombiano se compromete a una modificación en 
la legislación penal que endurezca las sanciones pecuniarias y privativas de la libertad para los 
empleadores que socavan el derecho de libertad y negociación sindical.  
VI. Servicios esenciales: Se acuerda la publicación y difusión de la doctrina, precedentes 
judiciales y jurisprudencia colombiana que den cuenta de la delimitación de lo que se debe 
entender por servicios esenciales. 
VII. Programas de protección: El gobierno colombiano se compromete a incluir dentro 
del programa de protección a los activistas sindicales, personas con la seria intención de afiliarse 
a un sindicato y personas que por su actividad sindical están amenazadas y han tenido que 
terminar con su actividad sindical. 
VIII. Oficina de la Organización Internacional del Trabajo – OIT: El gobierno 
colombiano se compromete a solicitar cooperación, asesoramiento y asistencia técnica de la OIT 
para el cumplimiento de lo estipulado en el PAL 
 
IX. Reforma a la justicia penal: El gobierno colombiano se compromete a asignar los 
recursos necesarios para la contratación de un equipo de 95 policías judiciales con dedicación 
específica al apoyo de investigaciones penales en los casos laborales que adelante la fiscalía. Con 
el fin de optimizar estos recursos la Fiscalía estará a carga de identificar las necesidades 
presupuestales para el fortalecimiento institucional dentro de las regiones. En el mismo sentido 
realizara un análisis de las sentencias de homicidios de sindicalistas y activistas en particular a lo 
que refiere a la identificación de autores intelectuales y materiales, reincidencia, existencia de 
patrones, metodología criminal y las pruebas de los móviles de los crímenes permitiendo con ello 
la mejora de los protocolos usados actualmente por los investigadores.  
Por último la Fiscalía deberá concertar con las centrales obreras y la Escuela Nacional 
Sindical reuniones periódicas que permita tener una cifra consolidada de los homicidas de 
sindicalistas. Y realizara la divulgación de los casos cerrados por baja probabilidad de resolución 
o que culminaran con sentencia.   
X. Mecanismos de seguimiento: 
Los gobiernos se comprometen a realizar reuniones periódicas para el año 2011, 2012 y 
2013 para evaluar los avances del PAL 
1.1.2 Estadísticas respecto a la implementación del PAL. 
 Si bien existe un crecimiento constante de la planta de inspectores, este crecimiento no es 
directamente proporcional con el de las investigaciones en curso ni las multas recaudadas, tal 
como se muestra en la tabla 1 donde se calcula la variación porcentual de la cantidad de 
inspectores, la de la totalidad de acciones; exámenes preliminares, investigaciones 
administrativas y visitas a lugares de trabajo. 
1. Tabla 1 Número de inspectores y acciones de investigación periodo 2011 a 2016 
Año Número de inspectores % de variación 
Total de 
acciones 
% de 
variación 
 
2010 423  33697  
2011 410 -3% 22145 -34% 
2012 462 13% 35591 61% 
2013 564 22% 22976 -35% 
2014 703 25% 21978 -4% 
2015 826 17% 25831 18% 
2016 819 -1% 20234 -22% 
Promedio 601 12% 26065 -3% 
Los datos con los que se construye la tabla provienen del Informe de la OTLA (2016) 
Para el periodo el periodo 2011 – 2016, en promedio, existe un aumento anual del 12% en la 
planta de inspectores en contraposición existe una reducción del 56% y 99% anual en las 
Año
Número de 
inspectores
Examen 
preliminar
Investigaciones 
administrativas
Visitas a lugares 
de trabajo
Multas impuestas 
(ejecutoriadas)
2010 423 N/A 24631 9066 1749
2011 410 N/A 12536 9609 3311
2012 462 8239 17346 10006 2295
2013 564 15588 5899 1489 1694
2014 703 16546 4182 1250 1376
2015 826 21055 3713 1063 1291
2016 819 16048 3099 1087 1304
Ilustración 1Ilustración 5 Número de inspectores Vrs. Acciones de inspección 
 
investigaciones lo que en la totalidad de acciones implica una reducción del 3%. Como se muestra 
en la ilustración 1 existe un traslado en el tipo de actividades desarrolladas por los inspectores,  
dándose una reducción significativa de las investigaciones administrativas y las visitas a 
lugares de trabajo y por el contrario concentrando gran esfuerzo en los exámenes preliminares lo 
que irremediablemente reduce la cantidad de multas impuestas. Finalmente en lo que respecta a las 
investigaciones en el ámbito penal, como bien indica la OTLA (2016) no existen sentencias para 
el período evaluado respecto a la violación del artículo 200. Sin embargo de acuerdo a las cifras 
presentadas por la Fiscalía de la Nación si bien este no es un delito que tenga mayor 
representación dentro de la totalidad de noticias criminales si se evidencia un aumento posterior al 
2011, como se ve en la tabla 2 se pasa de 24 noticias a 87 en el 2016 lo que implica un aumento de 
14 noticias por cada 1000 noticias criminales en el país.  
2. Tabla 2 Noticias criminales artículo 200 
Año 
Número de noticias 
criminales art 200 
Número de 
noticias 
criminales 
Participación 
artículo 200 
2006 12 103.505 0,012% 
2007 7 192.225 0,004% 
2008 8 250.722 0,003% 
2009 7 318.305 0,002% 
2010 10 333.084 0,003% 
2011 24 359.924 0,007% 
2012 26 259.556 0,010% 
2013 59 387.061 0,015% 
2014 76 386.085 0,020% 
2015 84 411.395 0,020% 
2016 87 421.002 0,021% 
2017 56 481.977 0,012% 
Total general 456 3.904.841 0,012% 
Esta tabla fue construida con los datos estadísticos proporcionados por la Fiscalía General de 
la Nación 
 
En lo que respecta a las cooperativas de trabajo asociado, se recogieron datos de los años 
 
2000 a 2015 referente a la cantidad de CTA existentes y la cantidad de contratos sindicales 
firmados como se ve en la ilustración 2, permitiendo corroborar las críticas realizadas por parte 
de la OTLA (2006) que al respecto reconoce una disminución en el uso de las CTA, sin embargo 
evidencia un aumento significativo en el uso de nuevas figuras de contratación como lo son los 
contratos sindicales y contratos con sociedades por acciones simplificadas SAS, si bien la OTLA 
ve positivamente la promulgación de normas como la ley 1429 de 2010, teme que las medidas 
adoptadas por el Ministerio de Trabajo no sean suficientes para la aplicación de esta legislación. 
 
Ilustración 2 Número de CTA Vrs. Contratos Sindicales en el periodo 2000 a 2015 
Grafica realizada a partir de datos recolectaos de Benavides (2009), ENS (2007-2015) 
CONFECOOP (2005-2006-2007-2008-2009-2010-2011-2012-2014-2016) Supersolidaria 
(2014). 
 
Se evidencia un crecimiento constante de los contratos sindicales desde el año 2000 y en 
particular para el año 2011 cuando se firma el PAL, donde esta figura se triplica respecto al año 
 
inmediatamente anterior y mantiene un crecimiento acelerado, en promedio del 160% mientras 
que las CTA tienen una variación promedio de 17% durante el mismo periodo de tiempo. 
A partir del año 2011 se ingresa como grupo poblacional a los lideres y/o activistas 
sindicales al programa nacional de protección, en los informes realizados por una Unidad 
Nacional de victimas se da cuenta del trabajo realizado a partir de múltiples cifras respecto a la 
cantidad de medidas y tipo de protección, a la cantidad de presupuesto asignado, pero no siempre 
están desagregadas por el grupo población atendido, lo que dificulta el análisis de resultados 
respecto a la protección del grupo poblacional de interés desde su vinculación al programa. A 
partir de la tabla 3 evidenciaremos con mayor claridad esta situación.  
Tabla 3 Solicitudes, beneficiarios y presupuesto para protección de sindicalistas. 2012 a 2017 
Año Solicitudes Numero de 
sindicalistas 
beneficiarios 
Presupuesto 
2012 12.757 Sin información Sin información 
2013 14.956 672 $   61.668.384.875,00 
2014 15.305 677 $   67.118.400.000,00 
2015 20.203 604 $   34.238.373.667,00 
2016 28.883 Sin información Sin información 
2017 Sin 
información 
Sin información $           35.383.010,00 
Esta tabla fue construida a partir de los informes de la Unidad Nacional de Protección UNP de 
los años 2013 a 2017 
 
La Unidad Nacional de Protección tienen disponibles sus informes desde el año 2013, 
razón por la que no existe información respecto a los beneficiarios ni al presupuesto asignado. 
Para el año 2016 y 2017 no existe información clara respecto al presupuesto asignado para la 
protección de sindicalistas ni para la cantidad de beneficiarios atendidos. La búsqueda de esta 
información buscada verificar la información presentada por el gobierno donde se indicaba la 
asignación de un presupuesto de 18.5 millones de dólares para el año 2015 y que a prestado 
 
protección a 2480 dirigentes sindicales en el periodo 2012 a 2014,  lo que indicaría que en 2012 
se beneficiaron 1.131 personas, cifra que no pudo ser verificada. 
Estas cifras solo están disponibles desde la Unidad Nacional de Protección, por otro lado 
la desde el área de derechos humanos de la ENS (2016) presenta un estudio respecto a las 
violaciones a la vida, libertad e integridad contra sindicalistas periodo 2010-2015 con cifra 
alentadoras sobre la situación de seguridad de los sindicalistas, pues se reporta una reducción 
significativa de acciones violentas contra los sindicalistas. 
La seguridad personal de los activistas sindicales, según las cifras presentadas por la 
ENS, ha tenido una mejora significativa en el periodo 2010 a 2015. Existe una reducción de 
sindicalistas agredidos pasando de 574 en 2010 a 192 en 2015. En el caso de los homicidios para 
el 2015 se presentaron 21 casos contra los 53 del año 2010. En violaciones como la tortura, la 
desaparición forzada o el secuestro, las cifras para estos años no presentan variaciones 
significativas. Sin embargo preocupa un aumento del 48% general en las violaciones para el año 
2016 tal como se ve en la tabla 4  
Tabla 4 Violaciones a la vida, libertad e integridad, cometidas contra sindicalistas en Colombia 
por años, 2010-2016 
Tipo de violación 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 Total 
Amenazas 408 544 449 337 242 113 202 2295 
Hostigamiento 19 61 50 63 77 23 30 323 
Desplazamiento 
forzado 
46 51 90 3 1 
 
1 192 
Homicidios 53 31 24 36 21 21 20 206 
Atentados con o 
sin lesiones 
22 13 9 18 24 15 18 119 
Detención 
arbitraria 
10 3 5 1 
 
3 5 27 
Desaparición 
forzada 
6 3 
 
4 
 
3 1 17 
Secuestro 3 1 3 2 2 2  13 
Allanamiento 
ilegal 
3 2 2 
 
1 4 8 20 
 
Tortura 3 2 2 
 
1 4 2 14 
Total 574 725 652 488 385 192 286 3302 
Los datos presentados en esta tabla corresponden al Cuaderno de Derechos Humanos  de la ENS 
(2016) e informe de SISLAB (2018) 
 
La ENS plantea su preocupación respecto al ejercicio del derecho de huelga, falta de 
capacitación para jueces laborales e inspectores. El Ministerio de Trabajo reporta la cantidad de 
capacitaciones realizadas pero no discrimina esta cifra entre el tipo de población ni en ejes 
temáticos. En el mismo sentido se expresa una preocupación por el ejercicio al derecho de huelga 
pues si bien existen mecanismos planteados  por la legislación para el ejercicio de este derecho, 
ésta es muy restrictiva, lo que impide que este derecho sea ejercido de forma efectiva lo que se 
evidencia en la disminución de este tipo de acción colectiva como mecanismo para la defensa de 
los derechos laborales.  
Desde las investigaciones e informes de la ENS se destaca el buen trabajo realizado por 
parte de la OIT que ha logrado una interacción efectiva entre trabajadores, sindicatos y gobierno.  
De igual forma se reconoce la importancia del programa de protección a los activistas 
sindicales, sin embargo existe preocupación por la poca efectividad en el aumento de estas 
medidas pues las cifras de violencia contra activistas sindicales así como el número de 
homicidios presentados durante el tiempo de vigencia del PAL no han tenido una disminución 
significativa así como las falencias del programan se mantienen, entre ellas: 
 “i) la tardanza en los trámites para la evaluación del riesgo y la implementación 
de las medidas, ii) existen casos de sindicalistas que requieren ingresar al programa y 
continúan desprotegidos, iii) el retiro y/o reducción de las medidas de protección 
asignadas, iv) aún no se avizoran avances en materia de protección colectiva, y v) no se 
cuenta con mecanismos de seguimiento y evaluación” (ENS 2016 p 26). 
Capítulo 2 
 
La figura del Pacto Colectivo 
De acuerdo al Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 481 el pacto colectivo se rige 
por lo establecido en los Títulos II y III Capitulo I, parte segunda del Código Sustantivo del 
Trabajo el cual hace referencia a todo lo pertinente con la Convención Colectiva figura natural 
del derecho laboral colectivo. El pacto colectivo surge de la negociación por parte de 
trabajadores no sindicalizados con su empleador. Así que al intentar aplicar las misas reglas a las 
dos figuras surgen cuestionamientos como los que plantea Ostua de Lafont y Niño: 
 “¿Quiénes presentan un pliego de peticiones? ¿Cada trabajador puede presentar 
un pliego de peticiones? ¿Quién puede denunciar el pacto colectivo? ¿La denuncia puede 
ser presentada por cada trabajador que suscribió el pacto? ¿Quién nombra los 
negociadores del pacto? O ¿Cada trabajador es negociador de su propio pacto? ¿Quién 
nombra los árbitros de un conflicto colectivo? ¿La huela tendría que decidirlo, todos los 
trabajadores de la empresa o todos los trabajadores beneficiaros del pacto colectivo?” 
(2018, p.503). 
Desde la norma no es posible contestar a estas preguntas, pues en lo que respecta a la 
convención colectiva, todas estas normas están claras en la conformación misma del sindicato. A 
pesar de estas ambigüedades la figura es usada por las empresas y aceptada por los trabajadores, 
pues en realidad lo que sucede, como indica Valero (2004), es que el pacto colectivo sufrió una 
transformación a un contrato de adhesión, y la función que realmente cumplen se puede resumir 
en tres puntos:  
“como estrategia preventiva ante el posible surgimiento de sindicatos; como 
estrategia de contención para que los sindicatos no se desarrollen o desaparezcan; y como 
estrategia de debilitamiento o de choque para que sindicatos mayoritarios dejen de tener 
la capacidad de negociación y huelga con la que cuentan.” (Agencia de información 
 
Laboral, 2014) 
Ahora bien, la ley 50 de 1950 en su artículo 70, limita el uso de la figura del Pacto 
Colectivo cuando los miembros del o los sindicatos de la empresa superen la tercera parte 
de la totalidad de trabajadores. 
 “Al respecto, las altas Cortes coinciden en una interpretación surgida del 
derecho civil que tiene por objeto aclarar el sentido de la cláusula de un negocio 
jurídico, cual es la interpretación romana, a contrario sensu, que permite postular que 
en una empresa en donde hay un sindicato que cobije menos de la tercera parte de los 
trabajadores de ella, es posible que puedan coexistir al mismo tiempo convención y pacto 
colectivo, siendo ésta la regla jurisprudencial que impera en nuestro ordenamiento 
jurídico.” (Ostau De Lafont y Niño. 2008 p. 509) 
La coexistencia de las convenciones y pactos colectivos genera un debate jurídico 
adicional, como lo evidencia Ostau De Lafont y Niño y que se desprende de los beneficios 
económicos contemplados dentro de los pactos colectivos, que al no ser aplicables al grupo de 
trabajadores sindicalizados se incumple con el “principio a trabajo igual desempeñado en 
puesto, jornada y condiciones de eficiencia también iguales debe corresponder salario igual” 
(2008 p. 509)  
La figura del pacto colectivo, se ha justificado como el mecanismo para proteger el 
derecho de negociación de los trabajadores no sindicalizados, sin embargo como se evidencio en 
este apartado son más los vacios normativos que dan lugar a interpretaciones con las que se 
pierden el espíritu protector de la figura, y por el contrario se vulnera los derechos de 
negociación y asociación de los trabajadores. 
A nivel internacional la visión respecto de esta figura es que no garantiza los derechos 
 
laborales, es así como desde la OTLA se manifiesta preocupación respecto a la situación de los 
pactos colectivos que siguen siendo una herramienta utilizada por las empresas para menoscabar 
los derechos laborales. (2006. p ii) 
Ahora, si bien el estado colombiano realizo modificaciones al artículo 200 del Código 
Penal para garantizar sanciones penales más estrictas contra los empleadores que socavan los 
derechos de los trabajadores a la libertad de asociación y la negociación colectiva existe 
evidencia que no se ha surtido una efectiva aplicación a dicho artículo, es así como posterior al 
estudio de la OTLA y la información enviada por el gobierno colombiano, a 2016 no existían 
ninguna condena por violación al derecho de asociación protegido por el artículo 200.(2006. p 
19) 
En este mismo sentido la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
[OCDE], expresa como la figura del pacto colectivo es aplicable bajo los presupuestos de que 
“las organizaciones sindicales representan menos de una tercera parte de la fuerza laboral de la 
empresa” (2016) y la limitación de que en estos no se puede pactar “mejores condiciones que las 
acordadas en los convenios colectivos”. Sin embargo estas reglas no solo presentan vacios 
legales sino ambigüedades incluso para los operadores judiciales por lo que son interpretadas 
desde los intereses de las empresas, razón por la que distintas organización de trabajadores se 
han visto en la necesidad de recurrir a las autoridades competentes llegando incluso a los entes 
internacionales. En lo referente la OIT se ha manifestado en los distintos casos que han sido 
llevados a esta instancia: 
El Comité “recuerda que en cuanto a la firma de pactos colectivos, al examinar alegatos 
similares en el marco de otras quejas presentadas contra el Gobierno de Colombia, se subrayó 
«que deben respetarse los principios de la negociación colectiva teniendo en cuenta lo dispuesto 
por el artículo 4 del Convenio núm. 98 y que los pactos colectivos no deben ser utilizados para 
 
menoscabar la posición de las organizaciones sindicales»” (Organización Internacional del 
Trabajo [OIT], 2005) y bajo este direccionamiento de la OIT , esta entidad,  “la OCDE y el 
Parlamento Europeo (a través de la Resolución 2628 de 2013) han pedido su eliminación 
completa allí donde existe una organización sindical, sin importar si es mayoritaria o no” (ENS, 
2016. p. 32). 
Capítulo 3 
Sentencia  T-069/2015  ACDAC  ACAV-AVIANCA. 
Posterior a la firma del PAL, donde se establecía la obligación del estado de atender la 
problemática de los pactos colectivos se presentaron fallos desde las Corte Constitucional 
referentes a la vulneración del derecho de asociación y negociación en ocasión a pactos 
colectivos. Uno de los casos que tuvo mayor relevancia en la agenda nacional fue el conflicto 
laboral presentado al interior de la compañía Aerovías del Continente Americano, AVIANCA 
SAS. A continuación se presenta un resumen de la sentencia de la Corte Constitucional             
T-069/2015 [MP. Martha Sachica] que versa sobre el uso de un Plan de Beneficios Voluntario 
como herramienta para la violación de los derechos de asociación.  
La sentencia T-069 se produce por el trámite de revisión de 17 fallos de tutela producidos 
desde el 4 de diciembre de 2013 a 29 de julio de 2014, todos ellos en contra de de Aerovías del 
Continente Americano  AVIANCA SAS 
3.1. Hechos de las acciones. 
• Los Afiliados a la Asociación Colombiana de Aviadores Civiles ACDAC 
manifiestan que: 
  En 2013 Posterior a la denuncia de la convención colectiva por parte de ACDAC, 
y sin que se produjera concertación entre las partes, la empresa realizó por medio de correo 
 
electrónico y físico un Plan Voluntario de Beneficios (en adelante PVB), el cual contaba con 
múltiples aumento a los salarios de los pilotos que no eran beneficiarios de la convención 
colectiva. 
 Los pilotos sindicalizados solicitaron a la empresa la posibilidad de suscribir el PVB sin 
perder los beneficios convencionales, a lo que la empresa respondió negativamente 
argumentando que no es posible la aplicación parcial del PVB, debe ser aceptado de manera 
integral lo cual implica la renuncia a los beneficios convencionales. Por lo que 150 pilotos 
sindicalizados renunciaron a la organización sindical para lograr se les aplicara el PVB 
 Al 3 de enero de 2014 no había sido posible el inicio de negociaciones para la renovación 
de la convención colectiva, denunciada fuera del tiempo legal, de acuerdo a la versión de la 
empresa accionada. Razón por la que el sindicato presenta querella ante el ministerio de trabajo.   
• Afiliado al sindicato de auxiliares de vuelo – ACAV 
  Al señor Guillermo Enrique Robayo Garrido se le reconoce como contempla el 
PBV, bonificaciones de alimento y ayuda especial para gastos de salud, los cuales dejo de 
percibir posterior a su afiliación a ACAV. 
3.2 Decisiones en primera instancia. 
 3.2.1. Decisiones favorables a las pretensiones 
  Para los jueces de primera instancia es claro que al aceptar el PVB los pilotos 
deben renunciar a la “convención colectiva, por lo cual no se puede sostener que existió una 
expulsión de los asociados del ACDAC por parte de la misma organización” (2015). El PVB 
funciono como incentivo para “la renuncia tácita de los pilotos al sindicato, vulnerando los 
derechos fundamentales a la igualdad y a la libertad de asociación sindical, puesto que se 
crearon diversos planes de beneficios que favorecen solo a los pilotos y copilotos no 
sindicalizados. Incluso, la aceptación de la oferta del plan lleva consigo que el trabajador 
 
carezca de incidencia alguna en ACDAC, pues las nuevas condiciones no pueden ser negociadas 
en una convención. Lo anterior, en la medida que el empleado quedó totalmente excluido de ese 
acuerdo sindical y no podrán realizar propuesta alguna al respecto. La coexistencia de la 
convención y del pacto reduce la afiliación sindical cuando el segundo tiene mayores beneficios 
que el primero, escenario que afecta de manera cierta el derecho de asociación, tal como sucede 
en el caso sub-examine.” (2015) 
 3.2.2. Decisiones desfavorables a las pretensiones: 
  Desde la visión de otros funcionarios judiciales se consideró que AVIANCA “brindó las 
mismas oportunidades para que todos los trabajadores decidieran si aceptaban o no el PVB, 
posibilidad que no consideró la calidad de sindicalizado del empleado. La sociedad demandada 
garantizó el derecho de asociación sindical de los accionantes, al comunicar en forma expresa 
que el acogimiento a la oferta del plan no afectaba la afiliación sindical de los trabajadores 
miembros de la ACDAC” (2015); se considera que es la misma organización la que expulsa a 
los miembros que optaron por el PVB. “De hecho, los jueces reprocharon que los actores no 
cumplieron con la carga probatoria de demostrar que la compañía originó la deserción 
sindical” (2015); el PVB no obliga a la renuncia del sindicato, solamente se requiere ser 
aceptado, sin embargo desde la misma convención colectiva existe la prohibición de tener más 
de un régimen salarial razón por la que se hace necesario renunciar a la convención, no al 
sindicato  
 Respecto del Sr. Robayo, se negó la tutela al considerarse improcedente argumentándose 
que no se demostraba un perjuicio irremediable, debía realizar su solicitud por los medios 
ordinarios de defensa judicial.  
3.3. Decisiones de segunda instancia 
 3.3.1. Decisiones favorables a las pretensiones 
 
  3.3.1.1 Confirmando primera instancia. 
  “Los juzgados concluyeron que el PVB está impidiendo que el empleador llegue a 
un acuerdo con los pilotos sindicalizados sobre las condiciones de trabajo. Esa discusión es 
necesaria con el fin de que se produzca una convención colectiva, norma imprescindible para que 
exista una controversia derivada de la interpretación y aplicación de sus cláusulas.  Entonces, los 
trabajadores no pueden denunciar o demandar ante los tribunales un documento inexistente, de 
modo que la acción de tutela es el mecanismo procedente para proteger los derechos de los 
actores. Al respecto, se consideró que “la práctica contra la libertad de asociación sindical, no 
se ejecuta solamente cuando se promueve, bajo cualquier forma la deserción de los miembros de 
una agremiación de este tipo, sino también cuando se deja sin argumentos o sin herramientas a 
la asociación de trabajadores, para negociar ante el patrón”(2015) 
  3.3.1.2 Revocaron las decisiones de primera instancia. 
“En relación con el fondo, los juzgados precisaron que el PVB es un pacto 
colectivo, puesto que los efectos de la oferta del plan son iguales a dichos acuerdos. Lo 
antepuesto, en razón de que el trabajador que suscriba el PVB renuncia a los derechos 
adquiridos por la convención colectiva de trabajo. Así mismo, advirtieron que los efectos 
jurídicos del pacto colectivo se extienden a los trabajadores sindicalizados, de modo que 
el empleador no puede restringir su acceso. 
Concluyeron que la empresa vulneró los derechos fundamentales a la asociación 
sindical y a la igualdad, toda vez que condiciona el acceso a los PVB a la renuncia de los 
derechos convencionales. Ese requisito implica que la compañía evite que miembros del 
sindicato entren a negociar la convención, pues no se regirán por dicho acuerdo y quedan 
libre de concertación. Simultáneamente, la aceptación del PVB significa que el trabajador 
asuma ciertas condiciones que afectan la organización sindical y la convención.  
 
Por último, aseveraron que AVIANCA viola el derecho a la igualdad de los 
peticionarios, como quiera que no pueden acceder a los beneficios de la oferta del plan 
hasta que no acepten las condiciones de la empresa.” (2015) 
 3.3.2 Decisiones desfavorables a las pretensiones 
  3.3.2.1 Confirmando primera instancia 
“En relación con los cargos de fondo, los funcionarios judiciales de apelación 
estimaron que AVIANCA no atentó contra el derecho de asociación sindical, como 
quiera que no ha prohibido o coaccionado a los trabajadores para que se abstengan de 
afiliarse a la ACDAC. De hecho, precisaron que dicha sociedad tampoco ha inducido a la 
desafiliación de los miembros del sindicato. Subrayaron que la decisión de varios pilotos 
de aceptar el PVB ha sido libre y propia, de modo que ellos fueron los que optaron por 
renunciar al sindicato para acceder a ciertos beneficios, sin que en esa decisión hubiese 
influido la compañía accionada.” (2015) 
   3.3.2.2 Revocando primera instancia 
“De otra parte, consideraron que no es suficiente la manifestación del accionante 
para entender probado que el PVB constituye un pacto colectivo, puesto que ese acuerdo 
no observa los requisitos de ley. Además, afirmaron que no se demostró que la accionada 
supeditara la suscripción de la oferta del plan a la desvinculación de la asociación 
sindical. En contraste, los miembros de ACDAC aumentaron en un 25% en el año 2013. 
Tampoco se evidenció que la empresa ofreciera beneficios laborales únicamente a 
quienes no estuviesen asociados” (2015) 
 
3.4 Decisión de la corte constitucional. 
La Corte reconoce la existencia de un Pacto Colectivo nominado como Plan Voluntario 
 
de Beneficios – PVB y considera que este pacto al ofrecer mejores condiciones que las 
convenciones colectivas deben cubrir a todos los empleados, independiente a su situación 
sindical. “Por consiguiente, la Sala Octava de Revisión amparará con efectos inter comunis los 
derechos a la asociación sindical y a la igualdad de los actores, de ACDAC y de los 
trabajadores que renunciaron a dicha organización para acceder a los beneficios del PVB.” 
(2015) Con el fin de proteger el derecho a la igualdad y de asociación la empresa no solo debe 
extender los beneficios establecidos en el PVB a los accionantes sino a todo miembro del 
sindicato, adicionalmente permitir que los pilotos que optaron por retirarse del sindicato 
buscando mejorar sus condiciones laborales por medio del PVB, tengan la posibilidad de retornar 
a su respectivo sindicato sin perder los beneficios del PVB. 
La sentencia de la Corte Constitucional permite evidenciar ambigüedad respecto al 
alcance de figuras que menoscaban el derecho de asociación, es así como se tienen sentencias 
que considera la falta de solemnidades como argumento suficiente para desconocer la existencia 
de un pacto colectivo a la vez que desconocen los beneficios económicos como un mecanismo de 
presión sobre la voluntad de los empleados para mantener su afiliación a un sindicato, por lo que 
se presentan fallos donde no se considera probado las acciones por parte de la empresa en busca 
de la desafiliación de empleados a la organización sindical a pesar de la presentación de un PVB 
de origen unilateral.  
Por último esta sentencia mantiene el criterio de coexistencia de los pactos colectivos y 
organizaciones sindicales a pesar de las múltiples solicitudes a nivel internacional, por parte de la 
OIT, la OCDE y de los gobiernos de Canadá y Estados Unidos para la eliminación de este tipo 
de figuras jurídicas, como se mostro en el capítulo 2 del presente documento.  
Capítulo 4 
Proyección de los pactos colectivos. 
 
La opinión respecto a la evolución de esta figura posterior a la firma del PAL desde las 
centrales obreras es recogida por la ENS (2006) en su informe respecto al balance de los 5 años 
del Plan de Acción Laboral: 
“Fabio Arias (CUT): 
Los pactos colectivos siguen siendo una modalidad utilizada por los empresarios 
para coartar la libertad sindical. Lo que estipula el Plan de Acción Laboral, en el sentido 
de restringir esos pactos, no se ha cumplido. Y las reclamaciones que al respecto hemos 
hecho al Ministerio de Trabajo desde el movimiento sindical, no han surtido ningún 
trámite positivo. 
William Millán (CGT): 
Los pactos colectivos siguen proliferando, y son utilizados como instrumentos 
para debilitar al movimiento sindical. En empresas donde existen sindicato aparecen de 
pronto pactos colectivos que reconocen los mismos derechos consagrados en la 
convención colectiva. Entonces los trabajadores se preguntan para qué pertenecer al 
sindicato si con el pacto tienen los mismos derechos. 
Miguel Morantes (CTC): 
Muy pocos progresos. En lo que concierne a la CTC, tenemos el caso de la 
empresa Aguas Cápital, de Cúcuta, donde los compañeros lograron acabar con el pacto 
colectivo. Pero no por obra del Plan de Acción Laboral, sino porque los trabajadores 
afiliados al sindicato lograron convencer a los del pacto colectivo para que renunciaran a 
éste. Es el único hecho que registramos como positivo.”  (2006) 
 Con el fin de evidenciar el nivel de representación que tiene esta figura en el conjunto de 
los acuerdos entre empresas y trabajadores se presenta la ilustración 3 
Es así como vemos que una década antes de iniciar el proceso de negociación del TLC, 
 
por cada 100 acuerdos entre empresas y trabajadores, 34 eran pactos colectivos. Un panorama 
prácticamente constante durante todo el proceso del TLC entre E.E.U.U. y Colombia, pues para 
el período de negociación (2003-2010) la relación es de 37 pactos por cada 100 acuerdos y de 
2013 2016 será de 35 pactos por cada 100 acuerdos. 
 
Ilustración 3 Distribución entre los pactos y convenciones colectivas en Colombia para el período 1993 a 2016 
Ilustración realizada con las mismas fuentes de la ilustración 1.I 
 Adicionalmente en la ilustración 4 se puede observar que existen disminuciones 
significativas para los años 2006, en el que se busca la ratificación del TLC en cada uno de los 
congresos, y para el 2011 cuando se acuerda al PAL y se promulga la Ley 1453. Sin embargo 
para el 2010 vo de las pactos colectivos llegando a representar el 46.8% en el 2010. Para el 2011, 
año en el que se acuerda el PAL existe una disminución de los pactos colectivos llegando a un 
32.5%, se podría pensar que la Ley 1453, promulgada en junio de 2011, tiene una incidencia en 
 
esta disminución, sin embargo para el año inmediatamente siguiente tenemos un aumento de 7 
puntos porcentuales para las convenciones colectivas.  
 
 
Ilustración 4 Pactos Colectivos Vrs Convenciones colectivas período 1993 a 2016 
El ministerio de Cara López en entrevista con Claudia Rubio el 21 de marzo de 2017 
manifiesta la necesidad de limitar los pactos colectivos e indica que se trabajara en un proyecto 
de ley para lograr estas limitaciones. “Pensamos que los pactos se deben restringir al máximo, 
por ejemplo a empresas pequeñas donde no puede existir un sindicato. Los canadienses 
recomiendan su eliminación como parte del TLC y la Ocde se lo ha planteado al Gobierno.” 
(2017) 
Este  tema fue debatido en el Foro “Negociación colectiva” en julio de 2018, respecto del 
que la saliente Ministra Griselda Restrepo “invitó a aprovechar el escenario académico para 
reflexionar en torno al uso indebido de los pactos colectivos y el respecto del derecho de 
 
libertad de asociación materializado a través de la firma de una convención colectiva” 
(MINISTERIO DE TRABAJO, 2018) 
Sin embargo a la fecha aún no existe ningún proyecto que dé cuenta de algún interés en 
limitar o eliminar el uso de la figura del pacto colectivo, por el contrario como se evidencio en 
los últimos apartes de este trabajo, las decisiones judiciales continúan permitiendo su 
coexistencia con las convenciones colectivas, y desde el ministerio se manifiesta la necesidad de 
limitar su uso aunque no existen iniciativas que realmente generen una incidencia sobre esta 
problemática, por el contrario se habla de una reforma regular la figura pero no para eliminarla.   
  
 
Capítulo 5  
Conclusiones. 
Tan solo existe menciones por parte del Ministerio de Trabajo en la necesidad de modificar 
el ordenamiento a lo que a pactos colectivos refiere, sin embargo o existen avances significativos 
que den cuenta de la verdadera voluntad política de reducir o incluso eliminar una figura con la 
que se ha logrado violar derechos sindicales al interior de las empresas.  
Las decisiones judiciales aun aceptan la coexistencia de los pactos y las convenciones 
colectivas, posterior al 2011 no se evidencia un cambio en las decisiones judiciales que 
concuerde con el compromiso del estado en tratar esta problemática desde el PAL,  
Si bien el estado colombiano cumplió al ajustar el artículo 200 del código penal, esta 
modificación no ha generado los resultados esperados respecto a la reducción en el uso de este 
tipo de figuras tal como se evidencia en las estadísticas mostradas  
Con la recolección de cifras desde fuentes estatales; internacionales y desde la ENS, de tal 
forma que cada uno de los datos fuera corroborado o al menos aceptado tácitamente por las tres 
partes, identifique características respecto al tipo y a la disponibilidad de información. Fuentes 
como la OIT y la OTLA manejan información macro, en sus informes puede existir información 
de más de un continente así que la profundización de algún tema es poco frecuente. Por otro lado 
la ENS ofrece de forma libre y permanente información organizada de manera temática y 
cronológica, permitiendo la construcción de líneas de tiempo. Otro tipo de entidades como la 
Confederación de Cooperativas - Confecoop - ofrece información consolidada respecto de su 
tema de interés aunque es parcialmente de acceso restringido. Por último la información de las 
instituciones estatales en términos generales es organizada aunque no está interconectada, y la 
disponibilidad y tipo de información varía en cada una de ellas.  
La construcción de las variables me  permitió realizar una descripción general de la 
 
situación sindical del país en relación al PAL en vez de medir el nivel de cumplimiento por parte 
de gobierno de este acuerdo por los derechos laborales. 
La necesidad de atacar figuras jurídicas como las cooperativas de trabajo asociado, las 
empresas de servicios temporales, los contratos sindicales y los pactos colectivos es la 
eliminación de escenarios donde los derechos sindicales son vulnerados, sin embargo a pesar de 
tratarse de tres de los puntos del PAL las acciones emprendidas para la prevención resultan ser 
insuficientes y por el contrario preocupa el crecimiento exponencial del contrato sindical así 
como el surgimiento de nuevas figuras jurídicas que también cumplan con este objetivo, ejemplo 
de ello las Sociedades por Acciones Simplificadas –SAS-. 
A partir de la información que brinda la ENS se evidencia una reducción en las violaciones a 
la vida y libertad de los sindicalistas. Considero que la inclusión en el programa de protección 
del UNP, puede ser uno de los factores que tenga incidencia en esta disminución. No obstante la 
mayor reducción se presentó en la amenazas, mientras que  los delitos como homicidio, 
desaparición, desplazamiento, tortura, aún están presentes sin crecimientos significativos, aunque 
para el 2016 estas cifras tienen un repunte que deja cuestionamientos de una nueva tendencia. 
El nuevo código de procedimiento administrativo trae consigo la figura del estudio 
preliminar que tiene como objetivo hacer más eficientes los recursos. Lo que ha traído una 
reducción significativa en las investigaciones administrativas y las visitas a lugares de trabajo. Si 
bien se ha cumplido con el aumento de personal tanto de inspectores como de policía judicial, no 
se refleja un cambio significativo en los procesos de investigación a la vulneración de derechos 
laborales.  
El PAL genero un impacto en el mundo sindical, no de manera suficiente, los retos en 
materia sindical dentro del país aún son muchos, existe una reducción en la vulneración al 
derecho de la vida de los sindicalistas, así como su reconocimiento de población con necesidad 
 
de protección especial por parte del estado. Desafortunadamente en los temas de prevención e 
investigación es donde se evidencia que la modificación o endurecimiento de las normas no es 
suficiente para realizar cambios significativos.  La situación social, política, judicial,  de 
seguridad y burocrática dentro del país impiden que un instrumentos de esta naturaleza sea 
ejecutado de manera más efectiva, tal como lo indican los teóricos, las clausulas laborales tienen 
limitaciones dentro de cada país.   
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